
Los  informes del SIPRI (Instituto In-
ternacional de Estocolmo para la
Investigación de la Paz) correspon-
dientes al 2012 destacan algunos
cambios en la relación entre la se-
vera crisis financiera mundial y el
gasto de los países en armamento
y servicios militares. Mientras los pa-
íses ricos parecen haber disminuido
el gasto en el 2011 acicateados
por las medidas de austeridad pre-
supuestaria adoptadas a raíz de la
crisis de las finanzas públicas en la
mayor parte del mundo desarro-
llado, hay otros países que no pa-
recen inmutarse al respecto a
pesar de que tienen por delante
desafíos urgentes de carácter so-
cial, como es el de alcanzar hasta
el 2015 los objetivos del milenio
entre los que destacan la disminu-
ción de la pobreza.

SIPRI es una ONG internacional in-
dependiente dedicada al análisis
de conflictos, control de armas y
desarme. Fundada en 1966, las es-
tadísticas, análisis y recomendacio-
nes del SIPRI son considerados  la
información más fidedigna al res-
pecto. 

En un comunicado de prensa del
28 de febrero de  2013, el SIPRI ha
informado que en 2011 las ventas
de armas y servicios militares reali-
zadas por las 100 mayores empre-
sas productoras, disminuyeron en
un 5% con respecto a 2010, siendo
sus principales clientes Norte Amé-
rica y Europa occidental.  Sin em-
bargo, las empresas productoras
de armas y servicios militares

hacen considerables esfuerzos
para “protegerse” de las medidas
de austeridad. Entre las medidas
está la especialización militar, la di-
versificación de mercados, el esta-
blecimiento de filiales en el
extranjero para acceder a nuevas
fuentes de ingresos en América La-
tina, el Oriente Próximo y Asia. La
ciberseguridad emerge como un
mercado clave en estos intentos,
dada la inexistencia  de amenazas
tradicionales de tipo militar.

Los datos del SIPRI no registran con
mayor certeza la actividad de
China, convertida en el 5º mayor
exportador mundial de armas, des-
plazando al Reino Unido. China es
el país con  menor transparencia
sobre sus actividades y especial-
mente sobre las militares.

En lo que respecta a América La-
tina, mayoritariamente importa-
dora de bienes y servicios militares,
las fuentes del SIPRI y de UNASUR
coinciden en señalar comporta-
mientos no racionales de países de
la región,  entre ellos  Ecuador,  du-
rante el período de 2008 -2012, en
el sentido de que ninguno de estos
países confronta amenazas milita-
res creíbles. 

Venezuela sigue siendo el principal
importador de armas convencio-
nales de América Latina. El SIPRI
añade que un 66% de las armas
adquiridas por Venezuela durante
el período 2008-2012 provenía de
Rusia y que este porcentaje mues-
tra una clara tendencia al au-

mento tras la concesión por parte
de Moscú de una línea de crédito
de 4.000 millones de dólares.  En el
período analizado, los países que
más han gastado en defensa son
Brasil y Colombia, seguidos por Ve-
nezuela y Chile, con un 10,7% y 9%,
respectivamente.

En términos del PIB, destacan
Ecuador (2,74%), Colombia
(1,89%), Surinam (1,49%) y Bolivia
(1,47%).  Llama la atención de que
en estos países hay  altos niveles de
pobreza y altos niveles de gasto mi-
litar. 

Es necesario destacar que no ne-
cesariamente un mayor gasto en
defensa se asocia con una carrera
bélica, ya que de acuerdo con las
características propias de los paí-
ses de esta región, las Fuerzas Ar-
madas y de Seguridad cumplen
funciones que en muchos casos
van más allá de lo netamente mili-
tar, como es la situación de la zona
andina comprendida por Colom-
bia, Ecuador y Venezuela. 

En un momento de emergencia
humanitaria provocada por la crisis
financiera mundial, la industria ar-
mamentista y el gasto militar ofre-
cen la imagen paradójica  de un
capitalismo que se tambalea por
el extremo egoísmo, pero que al
mismo tiempo se reconforta a
costa de la paz y el bienestar so-
cial. 

* Socióloga; profesora de la Pontificia Universidad
Católica del Ecuador. Directora del Programa De-
mocracia, Seguridad y Defensa-PUCE.
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Históricamente, el análisis de las
relaciones civiles-militares se con-
centra en el funcionamiento (o
deficiencias) de las instituciones,
particularmente las Fuerzas Ar-
madas y el Ministerio de Defensa,
como también las relaciones
inter-institucionales.1 Aunque la
metodología varía, las conclusio-
nes indican que, aunque existen
avances substanciales en demo-
cratización e institucionalización
en comparación con hace 25-30
años, las instituciones del sistema
de defensa demuestran disfun-
cionalidades substanciales. 

David Pion-Berlin sostiene que la
mayoría de los gobiernos latino-
americanos han alcanzado una
semblanza de control civil, “pero
para completar e institucionalizar
la tarea, deben descartar los
obstáculos para alcanzar una sa-
biduría en defensa, y deben for-
talecer sus ministerios y sus
comisiones legislativas,  armando
equipos con especialistas civiles
conocedores de la defensa.  Por
ejemplo, las capacidades reales
de los Ministerios de Defensa (en
el caso de existir) sobre la defini-
ción de presupuestos, equipa-
miento, inversiones, planes,
nombramientos, etc., es limitada.
Pese al mantenimiento de esque-
mas formales de toma de deci-
sión, ni el Ejecutivo, ni el
Congreso tienen injerencia con-
creta en esos campos. Solo lo
ven como una simulación de ac-
countability de las políticas públi-
cas en general. Aún más, muy
poco han hecho los gobiernos
por cimentar la participación de
la sociedad, y por lo general la
defensa no se promueve como
una política pública. 

Sin embargo, es importante reco-
nocer que las Fuerzas Armadas

de América Latina han cam-
biado con el tránsito a la demo-
cracia. Las instituciones militares
aceptaron -con resignación,
culpa o desagrado- el nuevo rol
en los gobiernos civiles. Las élites
políticas recortaron sus espacios
de autocracia.  En  este con-
texto, este artículo busca sumar
una dimensión nueva al análisis
de las relaciones civiles-militares,
enfocando las opiniones de los
ciudadanos sobre las Fuerzas Ar-
madas en relación a otras institu-
ciones del Estado, bajo el
presupuesto de que en demo-
cracia representativa las opinio-
nes públicas son esenciales para

fundamentar los valores demo-
cráticos y para legitimar las insti-
tuciones del Estado. 

Usando los datos de 2012 para el
Barómetro de las Américas, en-
cuesta que abarca 17 países de
América Latina se estudia los fac-
tores que inciden en el apoyo
público a las FFAA y la Policía ver-
sus otras instituciones del Estado.
Con una muestra promedio de
1500 entrevistados en cada país
y niveles de confianza de + -2.56,
se observa que en  América La-
tina las FAS  retienen un nivel de
confianza significativo en rela-
ción a otras instituciones del Es-
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tado.   Solo la Iglesia Católica re-
cibe niveles de confianza más
altos a los de las Fuerzas Arma-
das. Pensamos que estos niveles
de confianza reflejan dos facto-
res que han caracterizado la de-
mocratización de la región:
Primero, las FFAA han dejado de
actuar directamente en política
pública y han buscado involu-
crarse en actividades que refle-
jan un accionar positivo ante la
opinión pública, como son
ayuda durante desastres natura-
les y desarrollo de infraestructura
social. Adicionalmente, las FFAA
se han involucrado activamente
en la seguridad interior asistiendo
en su labor a las policías nacio-
nales. Segundo, los niveles de
confianza en las FFAA reflejan la
comparación con el accionar
de otras instituciones que por lo
general han sido reprobadas por
la ciudadanía. Sobre todo, los
partidos políticos y los parlamen-
tos reciben niveles de apoyo
muy bajos por los ciudadanos, re-
flejando así las debilidades de
estas instituciones. 

En casi todos los países la con-
fianza en los militares es significa-
tivamente más alta que en la
policía. El único país en donde las
FFAA no reciben mayor nivel de
confianza es Chile. Y luego entre
el resto, el país con la brecha
más chica entre la confianza en
la policía y las FFAA es Uruguay.
No hay duda que la opinión pú-
blica de esta naturaleza forta-
lece a los militares y puede
incrementar las probabilidades
de que los gobiernos los utilicen
como suplementos (o en algunos
casos suplantar) de la policía.

¿Qué factores influyen más en los
niveles de confianza en las FFAA?
Usando  como variable depen-
diente la medición de confianza
en las Fuerzas Armadas, en el es-
tudio se incluyeron como varia-
bles independientes, además de
los factores socio demográficos
tradicionales (edad, genero, ri-
queza, educación y urbano-

rural) varias medidas que pensa-
mos pueden tener influencia en
los niveles de confianza en las
Fuerzas Armadas.  La encuesta
de 2012 permite analizar el im-
pacto de varias opiniones sobre
la labor de las Fuerzas Armadas
como institución, por ejemplo:
“¿Hasta qué punto las FAS están
bien entrenadas y organizadas?”
“¿Hasta qué punto se cree que
las Fuerzas Armadas de (país)
han hecho un buen trabajo al
enfrentar desastres naturales?”
“¿Hasta qué punto cree que las
Fuerzas Armadas de (país) respe-
tan los derechos humanos de los
(gente del país) hoy en día?”
“¿Las Fuerzas Armadas deben
participar en el combate del cri-
men y de la violencia en (país).
¿Hasta qué punto está de
acuerdo o en desacuerdo?” Adi-
cional a estas preguntas sobre la
labor de las Fuerzas Armadas
hemos incluido: apoyo al sistema
político, satisfacción con la de-
mocracia e ideología. Pensamos
que las evaluaciones del sistema
político pueden incidir de ma-
nera significativa en los niveles de
confianza en las Fuerzas Arma-
das en la medida que mayor
apoyo al sistema político mayor
confianza en las FFAA como insti-
tución clave del Estado.

Los resultados del análisis de re-
gresión demuestran que las cua-
tro variables que miden opinio-
nes sobre las acciones de las
Fuerzas Armadas son estadística-
mente significativas y en la direc-
ción esperada. Es decir, a
medida que los ciudadanos ex-
presan mayor apoyo a las FFAA
en términos de derechos huma-
nos, trabajo con desastres natu-
rales, bien entrenados y apoyo a
que actúen en casos de altos ni-
veles de crimen, mayor con-
fianza en las FFAA. 

Los resultados también demues-
tran que el apoyo al sistema po-
lítico incide significativamente en
los niveles de confianza en las
FFAA. Mayor apoyo al sistema

significa mayor confianza en las
Fuerzas Armadas. La satisfacción
en la democracia no es una va-
riable significativa sobre la con-
fianza en las Fuerzas Armadas.
Solo el género, con los hombres
demostrando levemente mayor
confianza en las FFAA que las
mujeres, es estadísticamente sig-
nificativo entre las variables
socio-demográficas.

Vemos que los nicaragüenses ex-
presan en mayor nivel de opinión
sobre el entrenamiento y organi-
zación de las FFAA. Seguido por
México, Chile, El Salvador, Co-
lombia, Ecuador, Brasil y Vene-
zuela. Por último vemos a
Argentina, Bolivia y Uruguay.
Sería interesante ver hasta que
punto estas opiniones reflejan el
nivel de entrenamiento y organi-
zación objetivo para cada país.
Por ejemplo, Argentina, en
donde la democratización de las
relaciones civiles-militares ha
avanzado más en la región, ex-
presa el menor nivel de opinión
en que sus Fuerzas Armadas
están bien entrenadas. Argen-
tina y Bolivia son los únicos países
cuyo promedio es por debajo de
la mitad de la escala (0-100) que
indica opiniones en resumen ne-
gativas. En el caso de Nicaragua
estos resultados pueden respon-
der a una opinión alta sobre el
profesionalismo de las Fuerzas Ar-
madas en comparación con las
deficiencias del resto del Estado
nicaragüense. 

En todos los países los ciudada-
nos expresan relativa satisfacción
con la labor que hacen las FAS
durante desastres naturales. Estas
tareas se han convertido en uno
de los roles más importantes que
realizan las Fuerzas Armadas. Las
FAS actúan de manera rápida y
coordinada con otras institucio-
nes del Estado para darle frente
a las crisis que surgen antes, du-
rante y después de los desastres
naturales. En el caso de Nicara-
gua, El Salvador y México, países
muy susceptibles a desastres na-
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turales, las Fuerzas Armadas han
jugado un papel constante y pri-
mordial en la coordinación y eje-
cución de las políticas para
prevenir y darle frente a los de-
sastres naturales. 

En todos los países existe apoyo
positivo a que las FFAA actúen
frente  al crimen y la violencia. En
este caso, El Salvador, uno de los
países más violentos de la región,
y donde las FFAA han estado in-
volucradas en colaborar con la
policía para combatir el crimen
en forma habitual, es el país que
expresa mayor apoyo a este ac-
cionar de la institución castrense.
Uruguay, Argentina y Chile, paí-
ses en donde las FFAA no se invo-
lucran en el combate al crimen

pues tienen instancias interme-
dias, como la gendarmería de
Argentina y carabineros de Chile,
expresan el menor nivel de
apoyo a estas misiones. 

El uso de las FFAA en el combate
sobre el crimen y la violencia se
ha vuelto un punto controversial
en las relaciones civiles-militares.
La política de usar a los militares
para fortalecer los esfuerzos en
contra del crimen es ahora casi
universal en la región, sobre todo
en México y Centroamérica.
¿Qué factores influyen en el
apoyo a que las FFAA se involu-
cren más en combatir el crimen
y la violencia?  El  factor más in-
fluyente es el nivel de confianza
en las FFAA. Mientras mayor con-

fianza en la institución castrense
más apoyo a que se involucren
en combatir el crimen. La ideolo-
gía también es un factor signifi-
cativo, con FFAA en combate al
crimen. Adicionalmente, obser-
vamos que las personas que han
sido víctimas de un crimen tam-
bién tienden a expresar mayor
apoyo a que los militares se utili-
cen para combatir el crimen. 

Los resultados demuestran los
avances que han realizado los
militares de la región por generar
una imagen de una institución
apolítica, obediente y no delibe-
rante, características que están
reflejadas en la mayoría de las
constituciones nacionales y re-
presentan los ideales fundamen-
tales del control civil sobre los
militares. 

Las policías son, en algunos
casos, instituciones nuevas, frági-
les, de poca capacidad técnica,
a veces sujetas a corrupción y
con la no envidiable responsabi-
lidad de darle frente al gran pro-
blema de criminalidad y
violencia. Adicionalmente, la Po-
licía es la institución que tenga
quizás mayor contacto diario
con la población. Aunque mu-
chos de estos contactos se reali-
zan en forma positiva, no cabe
duda que en muchos casos resul-
tan en corrupción o ineficiencia
institucional decepcionando así
al ciudadano común. Sin em-
bargo, los militares han dejado
de tener contacto directo con la
ciudadanía y proyectan una
imagen de institución seria, disci-
plinada y eficiente.2

Entre los factores de opinión
sobre las labores de las FFAA, po-
demos concluir que la mayoría
de ciudadanos en todos los paí-
ses apoyan la idea de que las
Fuerzas Armadas se involucren
en tareas de combatir el crimen.
También una mayoría expresan
apoyo a la labor que realizan las
FFAA en materia de desastres na-
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turales. Donde vemos diferencias
relevantes entre los países  estu-
diados es en las evaluaciones del
desempeño de las Fuerzas Arma-
das en proteger los derechos hu-
manos y en el nivel de entrena-
miento y organización de la insti-
tución castrense. Nicaragua li-
dera los países estudiados en
opiniones positivas en ambos
casos y Bolivia, Argentina y Hon-
duras expresan las opiniones más
negativas. 

Los factores que influyen en el
apoyo a que los militares se invo-
lucren más en combatir el crimen
son la confianza en las FFAA, la
ideología y ser víctima de un cri-
men. Es decir, personas que
hayan sido víctimas de un acto
delincuencial, que se identifican
en la derecha ideológicamente
y que confían más en los militares
como institución, expresan
mayor apoyo al uso de las FFAA

para combatir el crimen y la vio-
lencia. El apoyo a las FFAA para
combatir la violencia es clara-
mente un fenómeno de con-
fianza institucional en donde las
falencias de la policía nacional
conducen a la población a bus-
car alternativas para darle frente
a un problema de creciente im-
portancia como es la delincuen-
cia. 

Sin embargo, los efectos institu-
cionales sobre el régimen demo-
crático y las relaciones
cívico-militares todavía no se co-
nocen del todo. Potencialmente,
el uso de las Fuerzas Armadas
puede debilitar el control civil de
la institución castrense y por
tanto la institucionalidad demo-
crática.  En lo que habría que
profundizar es en qué medida los
niveles de confianza en los milita-
res, junto a la debilidad de otras
instituciones del Estado, pueda

darle luz verde a un incremento
en los roles y misiones de las Fuer-
zas Armadas, no tan solo en ma-
teria de seguridad, sino también
en temas de política pública que
pongan en duda la institucionali-
dad democrática del Estado.

* Orlando J. Pérez: Catedrático de Ciencias políticas
y Director de los Programas de estudios culturales e
internacionales, Universidad Central de Michigan,
Mount Pleasant,  MI, EEUU. Perez1oj@cmich.edu. 

1 Entre los estudios que  han tenido más influencia
en América Latina, están: Louis Goodman, Johanna
Mendelson, y Juan Rial, Eds. The Military and Demo-
cracy: The future of Civil-Military Relations in Latin
America, Lexington, Kentucky, Lexington Books, 1990;
J. Samuel Fitch, The Armed Forces and Democracy
in Latin America, Baltimore y Londres, Johns Hopkins
University Press, 1998; David Pion-Berlin,  Civil-Military
Relations in Latin America. New Analytical Perspec-
tive, Chapel Hill, The University of North Carolina Press,
2001; Rut Diamint Ed., Control civil y Fuerzas Armadas
en las nuevas democracias latinoamericanas, Bue-
nos Aires, Universidad Torcuato Di Tella/Grupo Editor
Latinoamericano, 1999.
2 En muchos casos esta imagen es solo una imagen
mediática, pues las Fuerzas Armadas también se ven
involucradas en corrupción y no en todos los casos
actúan de forma eficiente o tienen la capacidad
técnica para darle frente a sus roles. Sin embargo, la
imagen positiva es lo que percibe la población.
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El concepto de seguridad en sus
diferentes formulaciones (seguri-
dad pública, ciudadana,  hu-
mana), dejó de considerarse
tema exclusivo de los organismos
tradicionalmente encargados de
su gestión para convertirse en un
entramado de dimensiones insti-
tucionales, que requiere en la
actualidad de otras miradas
desde la complejidad y desde
las responsabilidades comparti-
das. También es preciso generar
condiciones para el diálogo y el
intercambio basados en eviden-
cia científica y visión estratégica,
en el que participen diferentes
saberes, actores, disciplinas y vo-
luntades del sistema social de-
mocrático.  Algunos estudios y
datos muestran cómo el llamado
“gobierno de la seguridad” es
por definición multi-factorial y

complejo, dada la condición de
la seguridad como una aspira-
ción individual y social intangible,
una construcción en perma-
nente cambio.

En Uruguay, la seguridad pasó a
ser el primer tema de agenda en
la preocupación pública, des-
plazando al tema del empleo. Si-
guiendo el análisis del sociólogo
Rafael Paternain, es posible ob-
servar cómo durante ocho años
de crecimiento económico sos-
tenido los temas principales de
preocupación de los uruguayos
han cambiado: “así por primera
vez en todo el ciclo democrático
las encuestas de opinión pública
revelaron en el 2009 que la segu-
ridad y la delincuencia constitu-
ían el principal problema del
país….la construcción de este

sentimiento de inseguridad en el
contexto de una agenda pú-
blica responde a una mezcla
compleja de motivos...” los nive-
les de victimización real, la repro-
ducción simbólica y mediática
del discurso de la inseguridad, las
matrices ideológicas y cierta
práctica política que intenta “sin-
tonizar” con sectores sociales
“cada vez menos afectados por
el desempleo pero golpeados
por el delito” (Paternain, 2012”).

Con respecto a la situación de
las personas privadas de libertad,
en el año 2005 se declara la
“emergencia humanitaria” del
sistema penitenciario y se crea la
institución del Comisionado Par-
lamentario. Se introducen nuevas
miradas sobre la “rehabilitación”
y se aplican medidas tales como

SEGURIDAD Y SISTEMAS PENITENCIARIOS… DE LOS PRO-
GRAMAS A LAS POLÍTICAS PÚBLICAS.

Augusto Vitale Marino* 



6

la Ley N° 17.897, denominada
“Ley de Humanización y Moder-
nización del Sistema Carcelario”,
que establece el instrumento de
redención de la pena por estu-
dio y trabajo, la libertad antici-
pada en dos tercios de la pena
con informes evaluatorios positi-
vos y las excepcionales otorga-
das en algunos casos. Existen
antecedentes en experiencias
piloto de finales de los años 90’s
en el establecimiento COMCAR,
y a través del Proyecto “Centro
Nacional de Rehabilitación”, en
el marco del Programa de Segu-
ridad Ciudadana, orientado a jó-
venes privados de libertad en
condiciones de pre egreso.Fun-
cionó desde el 2001 con impor-
tantes efectos demostrativos
hacia el resto del sistema, con
personal técnico y civil a cargo
del Proyecto, programas de par-
ticipación de familias, sociedad
civil, enseñanza, empresas del es-
tado y universidad, avanzando
en nuevos criterios de gestión de
intervenciones multimodales,
socio-educativas y en un marco
de responsabilidad compartida
a nivel social. 

En 2010, se asignan recursos por
medio de la Ley de emergencia
carcelaria, mediante la Comisión
Interpartidaria del parlamento
nacional, generando condicio-
nes para la discusión de una ver-
dadera política pública a largo
plazo en los temas de seguridad.
Se crea el Instituto Nacional de
Rehabilitación, y un nuevo esca-
lafón de funcionarios con espe-
cialización penitenciaria. Se
avanza en Programas de Medi-
das Alternativas y en Formación,
en el fortalecimiento de pasan-
tías laborales e inserción, en edu-
cación, la integración social y el
trabajo son ejes para la nueva
política, sobre la base de una
perspectiva de derechos. 

El complejo camino de la Re-
forma de la Política Criminal en
Uruguay: No obstante estos cam-
bios, y tal como observa un in-

forme de ILANUD en 2008, Uru-
guay se ubica luego de Chile
con las mayores tasas peniten-
ciaras por cada 100.000 habitan-
tes en Sudamérica, llegando a
enero de 2010 a 261 reclusos por
cada 100.000 habitantes. El au-
mento sostenido de la población
carcelaria presenta múltiples lec-
turas y resulta difícil asociarlo a
una única causa. La tendencia
al aumento en las tasas de prisio-
nización en los años 2001 y 2002,
es coincidente con una grave
crisis económica del país que re-
cién en el año 2009 se comienza
a revertir. 

El anterior “boom” inflacionario
de población carcelaria se pro-
dujo entre 1995-97 en el marco
de la aprobación de una Ley de
Seguridad Ciudadana que
agravó las penas en algunos de-
litos que antes no eran penados
con cárcel, en plena década de
políticas de corte neo-liberal y
como “reacción política” a situa-
ciones o sentimientos de insegu-
ridad, dejando en segundo
plano una lectura en clave de
procesos de inclusión-exclusión
social. En este período, los delitos
contra la propiedad se comien-
zan a “pagar” en términos de
sanción penal (en años y en con-
diciones de reclusión) más dura-
mente que aquellos delitos y
faltas contra las personas…y esto
también puede constituir un
“mensaje”, lejos de generar una
disminución de las cifras delictua-
les, que continuaron creciendo
aunque bajo formas diferentes. 

Tales impactos también se pue-
den explicar por el agotamiento
del recurso de la prisión y porque
existe un funcionamiento “selec-
tivo” del sistema judicial. Hay evi-
dencia de altos porcentajes de
procesamiento de personas en
procedimientos policiales, donde
se incautaron menos de 10 gra-
mos de sustancia (cualquiera sea
esta). El porcentaje de procesa-
dos sin prisión es muy bajo, tome-
mos como ejemplo el año 2009,

de 1.647 personas involucradas
en procedimientos policiales vin-
culados a drogas, 662 personas
fueron procesadas con prisión y
solamente 40 (2,4 %) procesadas
sin prisión.    Con la particularidad
de que el 72,3 % son menores de
35 años. Lo que coincide con el
perfil de edades de la población
carcelaria general. También es
alta la cantidad de niños y niñas
“involucrados” (presentes en el
lugar) en los procedimientos al
momento de ingresar la policía al
lugar para realizar el allana-
miento, generando y retroali-
mentando los factores de riesgo
y de re-victimización (Garibotto,
2010).  

Frente a este proceso creciente
de “inflación carcelaria” en un
país que tiene una población de
tan solo 3.400.000 habitantes y
comportamientos demográficos
similares a países con alto nivel
de desarrollo, cabe preguntarse
acerca de la situación de la ju-
ventud de menos de 35 años,
qué lugar ocupa y qué oportuni-
dades tiene de acceso a siste-
mas que los incluyan como
ciudadanos, más allá de ser suje-
tos pasibles de las reglas del mer-
cado.

En cuanto al fenómeno de las
drogas, también desde el año
2005 se han revisado las políticas
y establecido directivas específi-
cas,  para priorizar la represión de
medianos y grandes traficantes y
no concentrar las energías en el
narco menudeo. Se dio un giro
conceptual hacia el tratamiento
de los consumos problemáticos:
las acciones de atención, pre-
vención e inserción social consti-
tuyen un fuerte eje de trabajo
mediante estrategias de “reduc-
ción de la demanda”. Hay un in-
cremento de procedimientos
policiales sobre actividades de
tráfico, comercialización a gran
escala y lavado de activos con
cifras históricas de incautación,
acompañado esto de la crea-
ción de juzgados especializados
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en crimen organizado y unidades
especializadas de control. Se re-
quiere de una evaluación en
cuanto a los impactos de estas
nuevas medidas en el sistema
penitenciario y sus efectos en la
convivencia y el desarrollo social,
pero son comienzos de reforma
de la política criminal entendida
como un conjunto de dimensio-
nes institucionales, sociales y
hasta culturales.

Al día de hoy,  la agenda de la
seguridad  presenta una diversi-
dad de dinámicas que obligan a
hablar de “las violencias” presen-
tes en nuestra sociedad. Un
ejemplo: si tomamos el año 2006
partiendo desde el número de
denuncias policiales, si se suma-
ran las situaciones de violencia
doméstica presentes en las lesio-
nes, homicidios, amenazas, vio-
lencia privada, delitos sexuales y
suicidios, éstos constituyen fenó-
menos más frecuentes que los
robos con violencia en la socie-
dad uruguaya. Las denuncias
por violencia doméstica durante
el período 2005 – 2008 aumenta-
ron un 81%.  Es decir, lo que po-
demos agrupar como “violencia
inter-personal” comienza a equi-
parar en cifras a la violencia de-
lictual de las rapiñas (robo con
violencia), que es el tipo de de-
lito que históricamente genera
mayor sensación de inseguridad
y posee mayor peso en las cau-
sas de ingreso al sistema carcela-
rio en los últimos 25 años. Es claro
que en nuestro país, ya no pode-
mos hablar de “la” violencia de-
lictual como factor preponde-
rante, sin antes revisar qué nos su-
cede con respecto a “las” distin-
tas formas de violencia que
conviven naturalizadas en nues-
tras relaciones. 

Esta importante distinción con-
ceptual, permite pensar en térmi-
nos de gestión y responsabilidad
compartidas en políticas de se-
guridad. Es muy diferente partir
de considerar a los “menores in-
fractores” o al “problema de las

drogas” como factores excluyen-
tes en la generación de inseguri-
dad y desde la ilusión de control
que puede generar el  “gobierno
de la seguridad” a través de la
sanción penal, que apostar a la
de-construcción colectiva  de la
complejidad en problemas de
convivencia. Con tanta autorre-
gulación como sea posible y
tanta regulación como sea ne-
cesaria.

Sin embargo, hay una creciente
demanda de seguridad en el dis-
curso público, que muestra tal
cómo afirma Paternain que “la
inseguridad ciudadana ha co-
rrido en paralelo con la inseguri-
dad social” con situaciones de
coincidencia muy relativa entre
los vectores de seguridad “obje-
tiva” y “subjetiva”, o entre los in-
dicadores de crecimiento
económico y sensación de bien-
estar en sentido más amplio, po-
niéndose de relieve la impor-
tancia de pensar las políticas
desde los cambios producidos
en la llamada “sociedad del
riesgo” (Beck, 1998) y la impor-
tancia de la construcción del
problema, antes de ensayar solu-
ciones “reactivas” al sentimiento
popular.

Este estado de opinión puede im-
plicar una re legitimación de la
violencia, reforzando los mecanis-
mos de discriminación y estigma-
tización de los grupos sociales más
vulnerables, al asociar la criminali-
dad con la pobreza,  y puede ex-
presarse en movimientos a favor
de “mano dura”, la baja de la
edad de imputabilidad penal,
mayor control del poder público
sobre el cuerpo social. Es también
un juego de poder, en tanto se
amplifican algunas dinámicas so-
ciales de violencia, desde la pers-
pectiva de seguridad de la
ciudadanía que tiene voz para
poder influir, excluyendo de la
condición ciudadana a los grupos
que recurren a la violencia ilegí-
tima (el delito). Esa ciudadanía
que se siente amenazada, legi-

tima la violencia para enfrentar a
la no ciudadanía del delito, y por
lo general adhiere a una visión de
“control” de la seguridad pública
basado en el estado-nación y en
sus fuerzas de seguridad, sin repa-
rar que la contracara de la segu-
ridad no es la in-seguridad sino la
convivencia.

A este panorama debe agre-
garse el de la “trans nacionaliza-
ción” del delito, el crimen
organizado y la corrupción insti-
tucional. Para lo cual las instan-
cias organizativas de segundo
grado entre países, la comuni-
dad internacional y la coopera-
ción están llamadas a cumplir un
papel central. Es necesario
“hacer foco” en el ciudadano y
en el ejercicio de sus derechos
construyendo políticas públicas
integrales, comparadas, “hemis-
féricas” y de múltiple  enfoque.
Cuando se establece una reduc-
ción de la violencia a su dimen-
sión criminal y delictiva, en el
plano simbólico se estarán refor-
zando otras violencias, y el cír-
culo se retro-alimenta con más
fragmentación social, abando-
nando el camino de la espiral
dialéctica que cada sociedad
podría recorrer como colectivo.

Desde una perspectiva de segu-
ridad ciudadana, como sostiene
el sociólogo Gustavo Leal, gestio-
nar la seguridad supone una es-
trategia que “para ser eficiente
debe neutralizar los escenarios
potencialmente generadores de
inseguridad. Estos escenarios son
definidos como la pobreza, la ex-
clusión y la marginalidad. Por esa
razón la Policía se siente con mo-
tivos suficientes para introducirse
en las políticas sociales, en el en-
tendido de que las desigualda-
des sociales son la fuente del
crimen y la violencia” (Leal;
2003:14). 

Se trata de un “obstáculo episte-
mológico” a la hora de pensar
los temas de seguridad, en la
medida que no hay líneas de vi-
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sibilidad de otras dimensiones
presentes. Se opera en este caso,
una reducción conceptual de
temas sociales en fenómenos
“alarmantes” como los “menores
infractores” o el consumo de sus-
tancias, dejando fuera otras
complejidades como las condi-
ciones y estructuras de vida en las
que crece y se desarrolla una
persona en situación de exclusión
social. Tambien sobre las estrate-
gias de supervivencia material y
subjetiva que puede adoptar en
sociedades de baja responsabili-
dad o ausencia de protección
social, la invisibilidad de sus sabe-
res y de sus prácticas, así como
los fenómenos de fractura de las
relaciones del tipo pares-seme-
jantes, por citar algunas dimen-
siones que escapan al
reduccionismo del paradigma de
la peligrosidad.

Transformaciones sociales, nue-
vos desafíos…y algunas pregun-
tas: La profunda crisis económica
y años de ausencia estatal han
traído consigo una profundiza-
ción de la fragmentación social y
la segregación residencial, aún
en contextos de crecimiento
económico. El Uruguay está in-
serto en una de las regiones más
violentas y desiguales del mundo,
y en la década del noventa vio
crecer de manera alarmante sus
niveles de criminalidad, su anti-
gua matriz de protección social
con el Estado  ha cambiado radi-
calmente en poco tiempo hacia
un modelo de éxito individual,
que ya no se corresponde con las
representaciones sociales del pa-
sado de una “Suiza de América”
o  “país de las cercanías”. Para
una sociedad que ha transitado
el proceso de “integrada” a
“fragmentada”, las violencias no
se pueden reducir a una sola
idea de delito o de amenaza, y
no podrían explicarse simple-
mente por episodios de criminali-
dad común.

Otro aspecto a tomar en cuenta
como dato objetivo y desvelo de

gobernantes ( mas allá de la ima-
gen externa de un país histórica-
mente “seguro”) es la creciente
demanda de seguridad, espe-
cialmente en una sociedad
donde la población ha enveje-
cido y en la que hoy se observa
una opinión mayoritaria de la po-
blación a favor de la baja de la
edad de imputabilidad a los 16
años, el mantenimiento de los an-
tecedentes de estos menores, la
“internación compulsiva del dro-
godependiente” y el apoyo a
procedimientos de mayor des-
pliegue policial, ejemplos de una
demanda social que clama por
respuestas ante el fenómeno de
la inseguridad ciudadana.

Sin desconocer los problemas de
orden público, los desafíos de la
vigencia del Estado de Derecho,
el rol de las fuerzas de seguridad
en un estado democrático, las
políticas de seguridad pública, la
calificación y profesionalización
de las policías, las nuevas políti-
cas carcelarias; la apuesta es a
no escindir el abordaje de esos
problemas de una perspectiva
de Derechos Humanos. Supone
un esfuerzo para situar los temas
de la seguridad en el escenario
conflictivo de la sociedad real,
en sus dimensiones reales y posi-
bles, desde una perspectiva in-
cluyente. 

La inseguridad contemporánea
se co-relaciona con la incertidum-
bre, con el riesgo y la falta de cer-
tezas, con la desaparición de
instituciones contenedoras y for-
madoras de cultura ciudadana,
con la ansiedad urbana y con el
individualismo. Hay evidencias
empíricas que muestran que la se-
guridad es básicamente una
cuestión de solidaridad y de co-
hesión social. La inseguridad
puede verse como un fenómeno
social que se deriva de transfor-
maciones importantes en la natu-
raleza de los vínculos y de la
tramitación de las diferencias. La
percepción del otro como peli-
groso y no como semejante cons-

truye significaciones con juicios de
valor. La seguridad puede ser de-
finida como un proceso de cons-
trucción con el propósito de
alcanzar una relativa situación so-
cial, política y económica para el
desarrollo de la persona y la socie-
dad. Por su parte, la inseguridad
no es exactamente proporcional
a los peligros reales que amena-
zan a la persona o segmento so-
cial, pues ella es efecto de un
desfase entre una expectativa
(socialmente construida) de pro-
tecciones necesarias y la capaci-
dad efectiva de una sociedad
(del Estado y de un gobierno)
para ponerlas en funcionamiento.
(Castel, 2004, Pág. 13).

En este punto es clara la necesi-
dad de contar con criterios acor-
dados democráticamente para
una verdadera Política criminal,
con integralidad y coherencia
entre justicia y ejecución de la
pena, con abordajes conceptua-
les basados en evidencia y herra-
mientas actualizadas para la
gestión, es decir como política
pública integral. En tal sentido al-
gunos datos referidos a la situa-
ción carcelaria y a la cantidad
de personas privadas de libertad
con respecto a la población ge-
neral en Uruguay son indicadores
preocupantes, a la hora de dise-
ñar y ejecutar nuevas políticas en
la materia. Las condiciones que
garanticen los derechos que no
le han sido suspendidos a las per-
sonas detenidas, también consti-
tuye un deber social, a pesar de
los esfuerzos institucionales.

Deseamos finalizar este artículo
con algunas preguntas ¿es posi-
ble concebir y llevar a cabo un
paradigma de la seguridad
como responsabilidad compar-
tida de todos los actores y cada
uno desde su propio perfil de ac-
tuación y saber? ¿A qué tipo de
seguridad podremos acceder
como acuerdo democrático que
inspire una nueva política? o
cómo lo plantearía M. Foucault
¿cuáles serían  las líneas de enun-



ciación y de visibilidad de los
nuevos dispositivos de biocontrol
y de biopoder?... en definitiva,
¿es posible asumir estos desafíos
partiendo de un involucramiento
ético con nuestra propia cultura,
en tiempos de “modernidad lí-
quida”?. 

Si la seguridad es una construc-
ción y un derecho humano a la
libertad…el compromiso es inhe-
rente a su propia definición. Cre-
emos que es necesario
abandonar las etapas centradas
en la “especialización” y apostar
a la complementariedad de las
miradas, sin por ello confundir

nuestros roles, en un proceso de
“espiral dialéctica” como el
aprendizaje de la propia vida…

*Licenciado en psicología, egresado de la universi-
dad de la república, Socioanalista. República Orien-

tal del Uruguay. Mail: avitale99@yahoo.com
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La zona de Asia- Pacífico, consti-
tuida principalmente por Ocea-
nía y el este y sudeste de Asia, se
ha convertido en estos  últimos
trece años en un escenario estra-
tégico de dinamismo económico
sin precedentes. En la región hay
nuevos actores internacionales -
los llamados países emergentes
del Asia-  a los que se suman  los
Estados Occidentales del conti-
nente americano, entre ellos Ca-
nadá, México y los sudameri-
canos con fuertes intereses en el
área: Colombia, Perú y Chile. En
su conjunto, desde cualquier
punto que se le mire, el área está
adquiriendo velozmente un  peso
significativo en el orden inter- na-
cional.

Economía: Si se analiza la econo-
mía de la región durante la úl-
tima década se verá que hay
una etapa que va desde el 2000
hasta finales del 2008 que es de
un gran crecimiento económico;
y una que va desde el 2009 hasta
la actualidad, marcada por la úl-
tima crisis financiera, en donde la
desaceleración de las econo-
mías y las propuestas para su re-

cuperación son una constante.
Así por ejemplo, países como Sin-
gapur alcanzó en el 2004 una
tasa anual de crecimiento de su
producto interno bruto del 9.2% o
China que en el 2007 alcanzó el
14.2%, estos datos se contrastan
claramente con los del 2011 en el
que la tasa de crecimiento anual
del PIB para Singapur fue del
4.9% y de China del 6%.1

Sin embargo, China sigue siendo
la economía más sólida de la re-
gión,  el segundo consumidor
mundial de petróleo y la tercera
potencia exportadora. Entre sus
principales productos -con patro-
nes semejantes a los demás paí-
ses de la zona- están los textiles,
manufacturas de todo tipo, pro-
ducción de maquinaria industrial
y  de oficina, tecnología de tele-
comunicaciones, siderurgia, pro-
ductos químicos, productos
minerales y productos metálicos.

Una profusión de acuerdos y
alianzas de comercio y tecnolo-
gía han surgido en la zona, entre
ellos la Asociación de Naciones
del Sudeste Asiático (ASEAN), re-
ferida al establecimiento de una

zona de libre comercio y de re-
ducción de aranceles. En este
acuerdo se encuentran Tailan-
dia, Indonesia, Malasia, Singapur,
Filipinas, Vietnam, Laos, Cam-
boya, Brunéi y Birmania; actual-
mente el  grupo ha pasado a
denominarse ASEAN+3 por la
participación de Japón, China y
Corea del Sur.

Los miembros de la ASEAN, con-
curren con otros países del este
asiático, en lo que se conoce
como East Asian Summit Forum,
donde se tratan no solo temas
de carácter económico, sino
también una amplia agenda
como el cambio ambiental o la
crisis energética. En las últimas
reuniones también han estado
presentes Rusia y Estados Unidos.
En el  Foro de Cooperación Eco-
nómica Asia- Pacífico, APEC, por
sus siglas en inglés, se discuten
igualmente asuntos de comer-
cio, cooperación técnica, nego-
cios y todo aquello relacionado
al desarrollo de las relaciones
económicas entre los países
miembros. Incluso el terrorismo
está en su agenda por conside-

REPORTAJE: EL FUTURO PRÓXIMO EL ÁREA ASIA – AMÉ-
RICA,  UNA ZONA EMERGENTE Y COMPLEJA
David Arcentales.
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rar que atentan contra la seguri-
dad y la economía de los Esta-
dos. Son 21 países los miembros
oficiales de la APEC, entre los
cuales se encuentran también
los americanos, Perú, Chile, Ca-
nadá, Estados Unidos y México.

Los BRICs, grupo informal inte-
grado por Brasil, Rusia, India,
China y Sudáfrica se han consti-
tuido en un vínculo entre el Área
Pacífico y  los países del Atlán-
tico. Persiguen, entre otras cosas,
crear una nueva moneda de re-
serva que no esté basada en el
dólar, la restructuración del régi-
men mundial de comercio, y las
garantías de seguridad frente a
las acciones que se realizan
fuera del sistema.2

Energía: El crecimiento econó-
mico conlleva una demanda
más alta de energía y por tanto
de nuevos recursos energéticos.
Japón y Corea del Sur con un
alto porcentaje de consumo
energético deben importarlo en
su mayoría; mientras que países
como Rusia, son capaces de
abastecerse por sí solos además
de ser proveedores importantes
de la región.  El petróleo, el car-
bón y el gas natural son  fuentes
principales de energía en la ma-
yoría de países, obteniéndose el
primero desde los países de
Oriente Medio y de África,3 a
partir de lo cual se puede enten-
der la relevancia global del es-
pacio geopolítico que
representa el área.  También se
utilizan otras fuentes energéticas,
pero que en relación a las ante-
riores la producción es menor,
como es el caso de la energía
nuclear cuya generación en
Rusia alcanza un 16% del total
consumido o en India donde sus
20 reactores nucleares,  en 6
plantas de energía, alcanzan
una capacidad de producción
de un 4.4 giga vatios (eléctrico).4

Es indudable que el tema de los
recursos energéticos se ha con-
vertido en una  tema de seguri-
dad para muchos países, así lo

menciona China en sus Papeles
Blancos publicados en el 2008.5

Política Exterior y Seguridad:
Dado el panorama económico
mundial,  la tendencia de la
mayor parte de los países es de
cooperación y diálogo, sobre
todo para alcanzar el desarrollo
y la estabilidad en la región; sin
embargo, hay tópicos como la
influencia de Estados Unidos, la
Unión Europea y organismos
como la OTAN en la región que a
países como Rusia y China les
preocupa. No faltan conflictos
latentes entre países cercanos
como los de India y Pakistán6,
Corea del Norte y Corea del Sur
y los de China con sus territorios
en los cuales habitan fuerzas ten-
dencialmente independentistas
como  Taiwán, el Tíbet y el este
de Turkestán.7

En términos de seguridad, las
amenazas o los problemas surgi-
dos en los últimos años en la zona
han generado una  amplia
agenda. En ella constan priorita-
riamente el terrorismo, la pirate-
ría, el crimen transnacional, la
proliferación de armas de des-
trucción masiva, los desastres na-
turales y el daño ambiental, los
grupos fundamentalistas y extre-
mistas, la seguridad alimentaria y
la seguridad informática.8 No se
puede afirmar que ésta zona sea
una compacta región de seguri-
dad con acuerdos comunes mí-
nimos; al contrario,  la precaria
estabilidad existente en esta ma-
teria depende en gran medida
de actores externos como los Es-
tados Unidos y Rusia.  

De allí que una conveniente mi-
rada en torno al tema de Seguri-
dad, tiene que ver con el análisis
de los alcances de los acuerdos
y alianzas militares.  La alianza de
Estados Unidos con Corea del Sur
en post de su defensa contra po-
sibles ataques de su vecina
Corea del Norte. La  de Estados
Unidos con Japón considerada
por el presidente Obama de
suma importancia para la paz y

la seguridad de la región Asia Pa-
cífico.9 También está el CSTO, Co-
llective Security Treaty
Organization, firmado por Bielo-
rrusia, Armenia, Kazajstán, Kirguis-
tán y Tayikistán, enfocado en la
defensa cooperativa. De otro
lado, la Organización para la
Cooperación de Shanghái
(OCS), firmado por China, Rusia,
Kazajistán, Kirguistán, Tayikistán y
Uzbekistán, contra objetivos
como el terrorismo, el separa-
tismo, el tráfico de estupefacien-
tes.  Reino Unido, Australia,
Nueva Zelanda, Malasia y Singa-
pur mantienen el Five Power De-
fense Arragement cuyo objetivo
principal es la defensa frente a
cualquier ataque de los territorios
de Malasia y Singapur.

Más allá de las imputaciones 
ideológicas que se pueden seña-
lar al hablar de las nuevas ten-
dencias hacia el comercio del
Pacífico –que sin duda puede
haberlas; la Cuenca del Pacífico
merece despertar en nuestros
países colindantes, el interés aca-
démico, político y estratégico
necesario dentro de una integra-
ción del futuro que queda muy
cercano. 

*Investigador DSD-PUCE

1. Datos obtenidos en:
http://databank.worldbank.org/data/views/reports/ta-
bleview.aspx?isshared=true&ispopular=series&pid=1
2. Corvalán, Diego; Del Barco, María de los Ángeles; Del
Barco, María Sol. Potencias Emergentes: BRICS y su rela-
ción con América Latina. Workingpaper  #59. Centro Ar-
gentino de Estudios Internacionales. Programa Asia-
Pacífico.
3. Uno de los principales proveedores de petróleo para la
zona de Asia Pacífico es Arabia Saudita.
4. Datos obtenidos en:
http://www.eia.gov/countries/index.cfm
5. White papers: China National Defense in 2008.  Ministry
of National Defense the people´s Republic of China:
http://eng.mod.gov.cn/Database/WhitePapers/2009-
07/20/content_4005754.htm 
6. Es importante tener en cuenta que en la región existe
países con armamento nuclear: Pakistán, India, Rusia,
Corea del Norte, China.
7. Cabe hacer mención de la acusación de Estados Uni-
dos a China por los ataques cibernéticos, en los cuales el
país asiático habría robado grandes cantidades de
datos a 150 organizaciones:
http://www.voanoticias.com/content/china-ataques-ci-
berneticos-internet/1606365.html
8. http://www.mod.go.jp/e/publ/w_paper/pdf/2012 /17
_Part2_Chapter1_Sec1.pdf; http://mod.nic.in/reports/AR-
eng-2012.pdf; http://eng.mod.gov.cn/Database/White-
Papers/2009-07/20/content_4005754.htm
9. http://spanish.news.cn/mundo/2012-05/01/
c_131561340.htm



SEGURIDAD CIUDADANA

Campaña para prevenir con-
sumo de drogas: el Consejo Na-
cional de Sustancias Estupefa-
cientes y Sicotrópicas (CONSEP),
realizará campaña integral para
analizar y buscar solución a los
problemas existentes en el nú-
cleo familiar. En los estudios que
han realizado en 211 instituciones
educativas, 114 de ellas en la Sie-
rra y 97 de la Costa, se identificó
que la violencia intrafamiliar es el
principal problema que tienen los
estudiantes. Diario El Universo.
09/12/2012. Los jóvenes consu-
men droga desde los 14 años en
el Ecuador: Esos datos se sostie-
nen en la encuesta que realizó el
Observatorio Nacional de Drogas
a 514 962 estudiantes entre 12 y
17 años durante el 2012.  El 18,3%
las obtienen de amigos, otro 18%
de un proveedor y un 16% las en-

cuentra en la calle o en los alre-
dedores del colegio. Diario El Co-
mercio. 09/02/2013. Crece
dependencia y uso de la mari-
huana entre universitarios: Esto se
desprende de una encuesta rea-
lizada a 3.443 estudiantes (1.691
varones y 1.752 mujeres) de 10
universidades, entre públicas y
privadas, efectuado por la Co-
munidad Andina de Naciones
(CAN) en cooperación con la
Comisión Interamericana para el
Control del Abuso de Drogas de
la Organización de los Estados
Americanos (CICAD/OEA). Diario
El Universo. 10/02/2013.

En 2012 la tasa de delitos en con-
tra de las personas aumentó en
un 29,85% en relación al año
2011: al pasar de 11.721 casos
entre enero y diciembre de 2011
a 15.220 durante el 2012, según
certifican las cifras del Observa-

torio Metropolitano de Seguridad
Ciudadana (OMSC). El informe
señala que la mayor cantidad
de delitos se han producido den-
tro de un automotor (34,81%). En
segundo lugar se encuentran los
cometidos en la calle (32,98%),
en lugares de acceso restringido
como oficinas (15,33%), en domi-
cilios (5,79%) y en locales comer-
ciales (5,68%). Diario La Hora.
25/12/2012. Menos homicidios,
según cifras oficiales: El Gobierno
habla de una “reducción histó-
rica”. En el 2012, la tasa de homi-
cidios por cada 100.000
habitantes bajó seis puntos
desde el 2009, según datos del
Ministerio Coordinador de Seguri-
dad. Diario El Comercio.
20/01/2013. El 25% de las mujeres
en el Ecuador ha sufrido violen-
cia sexual: de acuerdo con la
‘Encuesta de Relaciones Familia-
res y Violencia de Género’ reali-
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zada por el Instituto Nacional de
Estadísticas y Censos (INEC), en
Ecuador una de cada cuatro
mujeres, ha vivido violencia se-
xual. El 85% de las mujeres vícti-
mas no lo denunciaron, frente al
15% que lo hicieron. Las cifras re-
velan que 6 de cada 10 mujeres
han vivido algún tipo de violen-
cia de género. Diario La Hora.
13/12/2012.

TERRORISMO y SEGURIDAD 
DEL ESTADO

Acusados de sabotaje y terro-
rismo suman 47 casos en Ecua-
dor: Ecuador cerró el 2012 con
cerca de 47 líderes indígenas, sin-
dicales y estudiantiles que afron-
tan procesos legales bajo la
acusación de cometer actos de
sabotaje y terrorismo. En el in-
forme emitido por la Comisión
Ecuménica de Derechos Huma-
nos (CEDHU), se establece que
en el 2012 unas 15 personas han
sido enjuiciadas por el tipo penal
de sabotaje y 10 son acusadas
por terrorismo. Diario El Universo.
01/01/2013. Sala negó la libertad
a dos detenidas de ‘Los diez de
Luluncoto’: Abigaíl Heras y Cris-
tina Campaña detenidas bajo la
presunción de terrorismo no pu-
dieron salir en libertad porque los
jueces encargados de analizar el
hábeas corpus indicaron que
había insuficientes argumentos
para otorgar este dictamen.
Amabas  pertenecen a las 10
personas arrestadas mientras se
reunían en un condominio ubi-
cado en el sector de Luluncoto,
durante un allanamiento en el
que según el Ministerio del Interior
se hallaron evidencias que los
vinculan con el Grupo de Com-
batientes Populares, quienes ha-
brían detonado bombas
panfletarias en Guayaquil, Quito
y Cuenca entre noviembre y di-
ciembre del 2011, Diario El Uni-
verso. 05/01/2013. Fiscalía
presentó cinco testigos en caso
‘los 10 de Luluncoto’: Cinco testi-
gos presentados por la Fiscalía
General rindieron este viernes sus
testimonios en el caso de los ‘10

de Luluncoto’, y estos sólo pre-
sentaron literatura como: hojas
volantes, un libro de Lenin, otro
de Agustín Cueva, entre otros
papeles; los testimonios fueron
de las personas que allanaron la
morada en donde se encontra-
ban los jóvenes. Diario El Universo.
25/01/2013. Un año de prisión
para ‘los 10 de Luluncoto’: El Tri-
bunal Tercero de Garantías Pe-
nales de Pichincha condenó a
un año de prisión a los mucha-
chos que se les acuso por intento
de terrorismo organizado, cono-
cidos como los 10 de Luluncoto,
una figura penal diferente de la
que les defendieron, por más de
un mes, sus abogados. Diario El
Universo. 26/02/2013. El delito de
terrorismo se juzga con un artí-
culo de la dictadura militar: Este
delito está tipificado en el Có-
digo Penal. El artículo 160, en
donde se menciona esa figura
legal, está vigente desde 1974, es
decir, desde la dictadura militar.
Allí se dice que serán reprimidos
con reclusión mayor ordinaria de
cuatro a ocho años quienes “in-
dividualmente o formando aso-
ciaciones, como guerrillas,
organizaciones, pandillas, co-
mandos, grupos terroristas, mon-
tone- ras o alguna otra forma
similar, armados o no (…) come-
tieren delitos contra la seguridad
común de las personas o de gru-
pos humanos o de sus bienes”.
También se incluye en esa san-
ción a quienes invadan domici-
lios, habitaciones, colegios,
escuelas, institutos, hospitales, clí-
nicas, conventos”. Y precisa-
mente con ese artículo del
Código Penal se juzga en este
momento a los ‘10 de Luluncoto’.
Diario El Comercio. 26/01/2013.
Alumnos del colegio “Central
Técnico” de Quito que salieron a
protestar, son acusados de rebe-
lión: Doce estudiantes mayores
de edad fueron acusados del
delito de rebelión, que impone
una pena de tres a seis años de
reclusión, si es que se llega a de-
terminar que planificaron los he-
chos sucedidos. En el acta de

juzgamiento, se señala que la
violencia provocó la destrucción
de autos policiales, propiedad
privada, señalización pública y
ataques con piedras a los miem-
bros policiales. La manifestación
de los estudiantes realizada en
Quito fue en reclamo por el cam-
bio de nombre del instituto supe-
rior central técnico a unidad
educativa. Diario El Universo.
25/02/2013. 

CENTROS PENITENCIARIOS.

Fuga en el Centro de Rehabilita-
ción No. 2, de Guayaquil lla-
mado ‘La Roca’: Del pabellón de
máxima seguridad, presentado a
la sociedad como la versión
ecuatoriana de ‘Alcatraz’, se fu-
garon 19 personas privadas de la
libertad. Así quedó en evidencia
que las seguridades extremas de
esta cárcel, donde se aísla a
hombres de una lista de “ex-
trema peligrosidad”, no era total.
Diario El Comercio. 12/02/2013.
Judiciales, Policía, Fuerzas Arma-
das y Fiscalía unen fuerzas para
recapturar a los 19 prófugos de la
prisión de La Roca: El Ministerio
del Interior ofreció una recom-
pensa de 50.000 a 100.000 dóla-
res por los reos prófugos. Diario El
Universo. 13/02/2013.  Ministerio
del Interior se declara en emer-
gencia para atender “la seguri-
dad ciudadana”: La medida se
aplicará para las áreas de equi-
pamiento técnico, operativo y
especializado, logística, infraes-
tructura, recursos tecnológicos y
humanos y capacitación. La de-
claratoria de emergencia durará
seis meses, que se podrá ampliar
si el Ministerio del Interior consi-
dera necesario. Diario El Universo.
08/02/2013.

NARCOTRÁFICO, LAVADO 
DE ACTIVOS

Rutas del narcotráfico en Ecua-
dor, casi se duplicaron desde el
2005: Según el ex director de In-
teligencia del Ejército, Mario Paz-
miño, entre 2005 y 2012 se
registraría al menos un incre-
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mento del 90% de las rutas marí-
timas de desplazamiento de
droga desde Ecuador, especial-
mente a Centroamérica, Nortea-
mérica, México, Guatemala,
Honduras y El Salvador. Pazmiño
reveló que, si bien en 2005 se re-
gistraron entre 10 y 15 rutas hacia
el Atlántico y el Pacífico desde
los puertos colombianos (Tu-
maco), cuyo corredor de abas-
tecimiento eran Esmeraldas y
Manabí hacia Centroamérica,
en 2007 se eleva de 50 a 60 rutas.
Pero es en 2010 y 2011 cuando se
produce el incremento más signi-
ficativo y las rutas de traslado de
droga superan las 300 y 400
hacia Centroamérica y Europa.
Diario La Hora. 03/12/2012. 

La policía antinarcóticos no im-
plementa fortalecimiento de
controles en Guayas: La Policía
de Antinarcóticos del Guayas, re-
conoció que aún no se imple-
menta el plan para fortalecer los
controles contra el tráfico de
droga en los puertos de Guayas,
sobretodo en Guayaquil, que es
el punto de mayor expendio de
estupefaciente. La entidad no
niega pero tampoco afirma que
en Ecuador exista una extensión
del cártel de Sinaloa, en México.
Diario La Hora. 08/12/2012.

ONU: en el Ecuador se procesa la
pasta de coca: Los informes pre-
vios sobre las drogas establecen
que el Ecuador es un país de
tránsito y de acopio. Además
que provee de los precursores
químicos para la fabricación ilí-
cita de cocaína y heroína. Sin
embargo, las Naciones Unidas,
ahora, aportan un nuevo ele-
mento: la pasta de coca produ-
cida en Colombia y Perú pasa
de contrabando al país para ser
transformada en cocaína antes
de su transporte ulterior. Eso
consta en el informe de la Junta
Internacional de Fiscalización de
Estupefacientes (JIFE) de las Na-
ciones Unidas, en su informe
2012. Diario El Hoy. 07/03/2013.
Comunidad Andina de Naciones
(CAN) impulsa plan contra las

drogas en área Andina: Con la
ayuda de la Unión Europea (UE)
la CAN pretende demostrar “de
una manera científica, valorada
y cuantitativamente demostra-
ble los avances” logrados en la
lucha antinarcóticos, dijo el coor-
dinador de asuntos políticos de la
CAN, Adolfo López. Este plan
consta de acciones coordinadas
en las fronteras, un estudio sobre
el consumo de drogas en la po-
blación universitaria andina y un
programa para la prevención
del consumo de alcohol y otras
drogas en adolescentes; entrega
equipos de alta tecnología para
mejorar la capacidad operativa
de los laboratorios químico-foren-
ses de las policías antinarcóticos
de los países andinos y revisa la
normativa andina para mejorar
los controles en la producción y
venta de sustancias químicas
empleadas en la fabricación de
las drogas. Diario El Universo.
04/02/2013. Informe del Grupo de
Acción Financiera Internacional
(GAFI) señala a Ecuador entre
países no cooperantes en medi-
das contra el lavado de dinero:
Ecuador fue mencionado por
este organismo interguberna-
mental creado en 1989, en la ca-
tegoría de países “no
cooperantes” y donde se lava la
mayor cantidad de dinero pro-
cedente de la droga, en la pre-
sentación de la estrategia para
el control del narcotráfico inter-
nacional del 2012, por el Depar-
tamento de Estado en EE.UU. El
Departamento de Estado define
a un país con gran lavado de di-
nero “aquel cuyas instituciones fi-
nancieras incurren en
transacciones de divisas que in-
volucran cantidades significati-
vas de ganancias del tráfico
internacional de narcóticos”.
Diario El Universo. 06/03/2013.

REFORMAS JUDICIALES

Veeduría internacional constata
avances en la reforma judicial de
Ecuador: La veeduría internacio-
nal organizada por el gobierno
para vigilar el proceso de re-

forma del  sistema judicial cons-
tató avances y formuló reco-
mendaciones en su informe final,
difundido por el Consejo de Par-
ticipación Ciudadana y Control
Social (CPCCS). En el escrito, la
veeduría, dirigida por el ex ma-
gistrado español Baltasar Garzón,
reconoce la incorporación de
mujeres de diversas edades y cul-
turas al sistema judicial como
“una muestra de los grandes
avances que ha realizado Ecua-
dor”. Entre las recomendaciones
presentadas por la veeduría se
incluye crear nuevas salas en la
Corte Nacional de Justicia para
descongestionar causas atrasa-
das y tribunales para delitos del
crimen organizado, así como for-
talecer la independencia judi-
cial. Diario Hoy. 14/12/2012.

Casos de delitos flagrantes se tra-
mitarán en nueva dependencia
en Guayaquil: La nueva Unidad
de Delitos Flagrantes comenzó su
labor en las dependencias del
Distrito Metropolitano de Guaya-
quil, conocido como Cuartel Mo-
delo. Contará con jueces
destinados a resolver solo los
casos flagrantes, así como un Tri-
bunal Penal. “El objetivo de este
nuevo modelo de gestión es que
la sentencia de cada uno de los
casos flagrantes esté lista en
menos de treinta días”, explicó el
fiscal coordinador William Aguilar.
Diario El Universo. 23/12/2012.
Más de 300 casos han tramitado
las nuevas unidades de flagran-
cia en Quito: Desde el 29 de oc-
tubre del 2012, cuando entró en
funcionamiento la nueva Unidad
de Flagrancia de Quito, hasta el
21 de diciembre 2012, por sus
salas se han tramitado 303 casos.
De ellos, 49 terminaron en con-
denas tras un procedimiento
abreviado: el procesado se de-
claró culpable, negoció la pena
y recibió el dictamen en la pri-
mera audiencia con medidas
sustitutivas a la prisión, a cambio
de presentarse periódicamente
a la secretaría de los juzgados
por el tiempo que el juez consi-
dere. La rapidez de los despa-
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chos genera estragos en el per-
sonal, señala un fiscal que pidió
reserva de su nombre. Las autori-
dades reconocen que los funcio-
narios están expuestos a
condiciones inusuales de trabajo
y creen que deben ajustarse
para que haya un mejor desem-
peño. Diario El Universo.
27/12/2012. Gestión del Consejo
de la Judicatura en Transición
(CJT): Después de 18 meses de
gestión, el CJT dejó 180 mil cau-
sas pendientes, dijo Paulo Rodrí-
guez, ex presidente del organis-
mo y actual vocal del Consejo
de la Judicatura definitivo. Según
Rodríguez, cuando el CJT asumió
sus funciones se dijo que había
1,2 millones de causas represa-
das, pero al realizar un censo de-
terminaron que eran 2,5 millones.
Explicó que el órgano transitorio
inauguró 40 nuevas unidades ju-
diciales para juzgados especiali-
zados en todo el país. Un número
similar de nuevas unidades judi-
ciales se prevé inaugurar hasta el
tercer trimestre del 2013. Diario El
Universo. 27/01/2013.

El proyecto de Código Orgánico
Integral Penal (COIP) lleva ca-
torce meses (desde octubre
2011) de debate  en la Asam-
blea: Aún no está allanado el
camino para su aprobación. El
bloque de Alianza País (AP) es-
tuvo optimista de que el trámite
iba a ser rápido; por eso  decidió
incluir en el proyecto varios
temas derivados de la consulta
popular del 7 de mayo del 2011,
tales como la tipificación del en-
riquecimiento privado no justifi-
cado y la no afiliación al Instituto
Ecuatoriano de Seguridad Social
(IESS). Sin embargo, la despenali-
zación del aborto en caso de
violación, los límites de tenencia
para el consumo de drogas, la
supuesta criminalización de la
protesta social, la caución y ca-
ducidad de la prisión preventiva,
la imputabilidad penal de los
adolescentes infractores han sido
los temas que más polémica ge-
neraron. Diario El Universo.
24/12/2012.

Nuevo Consejo de la Judicatura
del Ecuador se integra con cer-
canos al régimen: El Consejo de
Participación Ciudadana y Con-
trol Social designó a los nuevos
cinco miembros del organismo
de justicia que permanecerán
en sus cargos durante los próxi-
mos seis años. Algunos de estos
integrantes han sido funcionarios
del régimen e integrantes del ofi-
cialismo. Diario El Universo.
09/01/2013. Corte Nacional de
Justicia no logra librarse del re-
presamiento: La Corte Nacional
de Justicia (CNJ), pese a sus in-
tentos, no ha logrado despachar
las causas represadas. No ha sido
suficiente la creación de salas
temporales en cuatro materias
conflictivas. No obstante, el pre-
sidente de la CNJ, Carlos Ramí-
rez, está satisfecho por el trabajo
realizado, pero admite que hay
represamiento de causas y eso
no se debe, según dice, a la ne-
gligencia de los jueces, sino a las
deficiencias en el sistema proce-
sal. Asegura que se requiere un
cambio de normatividad y de
cultura judicial. Es por ello que la
Corte apoya y ha trabajado en
el proyecto de Código Orgánico
del Proceso que llevará a la ora-
lidad en todas las materias, que
es además un mandato constitu-
cional. Diario La Hora.
18/01/2013. Fiscal Galo Chiriboga
pidió al nuevo Consejo de la Ju-
dicatura (CJ) mantener unidades
para descongestionar causas:
Fiscal planteó a los miembros del
Consejo de la Judicatura en
Transición y a los que están por
asumir que se mantenga el sis-
tema de tener unas unidades de
descongestionamiento. Y que
para ello se garantice a los jue-
ces, fiscales y al personal necesa-
rio, porque con el sistema de
trabajo entre jueces y fiscales, de
421.295 causas se resolvieron
407.293, un 96,6%. Diario El Uni-
verso. 20/01/2013.

POLICÍA NACIONAL

Se elaboró un manual de Dere-
chos Humanos para la capacita-

ción de la Policía: Más de 42.000
policías y funcionarios del Ministe-
rio del Interior recibirán capacita-
ciones sobre derechos humanos
desde el 2013, para ello se ela-
boró un manual que aborda esta
temática y que fue realizado por
la Dirección de Protección de
Derechos del Ministerio del Inte-
rior. Esta nueva edición incluye la
aplicación de derechos huma-
nos para las diversas preferencias
sexuales, procesos de deporta-
ción, refugiados y derechos co-
lectivos. Diario El Universo.
12/12/2012. Los policías comuni-
tarios hallan resistencia entre la
ciudadanía: El objetivo de la po-
licía comunitaria es acercarse al
ciudadano y plantearle un tra-
bajo mancomunado en la re-
ducción de los índices de
inseguridad. Sin embargo, según
testimonios policiales, hay mucha
resistencia. Entre las causas están
el temor y la desconfianza. Lo pri-
mero hacia los delincuentes que
habitan en sus mismos sectores y
lo segundo hacia los elementos
policiales. Diario El Universo.
16/12/2012. Policía cuenta con
sistema digital de comunicacio-
nes: que tendrá una cobertura
del 95% del territorio nacional.
Mediante un comunicado se
destaca que entre las funciones
del nuevo sistema están: recep-
tar mensajes de texto, efectuar
reconocimiento automático de
placas, localización automática
de vehículos y de personas. Ade-
más se podrá acceder a consul-
tas sobre estado de vehículos
robados, licencias de conducir,
cédulas de identidad y boletas
de captura. La inversión de este
nuevo sistema, que no permite
intercepciones ni filtraciones
como en el sistema anterior,
según informaron voceros de la
Policía, tuvo una inversión que su-
pera los 50 millones de dólares.
Diario El Universo. 15/02/2013.

MINISTERIO DE DEFENSA; GASTO
MILITAR; ASCENSOS

Discurso que dio la ministra de
Defensa, María Fernanda Espi-
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nosa a las Fuerzas Armadas ge-
nera críticas: Tras la alerta de po-
sibles conspiraciones contra el
régimen planteada desde el Eje-
cutivo ante las Fuerzas Armadas
surgen cuestionamientos. 
Cuando se presentó oficialmente
en el cargo, la Ministra aseguró
que el país es un blanco de inte-
reses hegemónicos de “posibles
intentos desestabilizadores de
fuerzas imperiales y de emporios
empresariales”. Y convocó con
insistencia a la fuerza militar a de-
fender y evitar cualquier intento
que ponga en riesgo la demo-
cracia, pues la llamada Revolu-
ción Ciudadana, proyecto
político de Alianza PAIS, “al ser
tan profunda” los hace “blanco
de posibles conspiraciones”. Dia-
rio El Universo. 17/12/2012. Minis-
tra pide a militares invertir con
inteligencia recursos para la de-
fensa: La ministra recordó a los
militares que por decisión política
del Gobierno las Fuerzas Arma-
das (FF.AA.) recuperaron su ca-
pacidad operativa. Desde el
2007, el régimen ha destinado
más de $6.000 millones para
gasto militar, según informes remi-
tidos al Consejo Suramericano de
Defensa de la Unasur. Y Ecuador
pasó a ser uno de los países de la
región que mayor porcentaje del
Producto Interno Bruto (PIB) com-
prometió para la defensa. Diario
El Universo. 23/01/2013. 

Fuerzas Armadas incorporan 107
vehículos Hummer para operati-
vos de seguridad interna: informó
el Ministerio de Defensa. En no-
viembre del 2012 el Ministerio in-
formó de que los vehículos,
provenientes de Estados Unidos,
costaron 10,5 millones de dólares
y fueron financiados con un prés-
tamo del Gobierno estadouni-
dense. Diario El Universo.
14/02/2013. Helicópteros y vehí-
culos nuevos para los militares:
En el año 2008, el Gobierno creó
el denominado Presupuesto de
Fortalecimiento y asignó a los mi-
litares USD 388 millones adiciona-
les a los 1023 millones presu-

puestados para el año fiscal.
Dentro de la planificación para
2013 está la entrega de cuatro
helicópteros para la FAE y un sub-
marino a la Fuerza Naval. En el in-
forme número 4 de la cartera de
Defensa se dice que en agosto
de 2013 se entregarán dos lan-
chas misileras. Diario El Comercio.
28/02/2013.

Plan se Seguridad Integral  y nue-
vas labores para Fuerzas Arma-
das: el Ministerio de Defensa
incorporó a las Fuerzas Armadas
seis actividades subsidiarias junto
a otras instituciones del Estado.
Por ejemplo, realizar operaciones
de protección a las áreas e in-
fraestructura estratégica; opera-
ciones de seguridad y control
marítimo; operaciones de apoyo
a la gestión de riesgos, operacio-
nes de apoyo al control del
orden público; operaciones con-
tra el narcotráfico, crimen orga-
nizado y terrorismo; operaciones
de respuesta ante crisis (demos-
tración y empleo). Para el 2013,
de acuerdo con el escenario
previsto por el Ministerio de De-
fensa, Ecuador logrará “una rela-
tiva capacidad operativa” y en
armonía con la asignación presu-
puestaria de inversión. El presu-
puesto de las Fuerzas Armadas
para el 2013 es de $ 1.440 millo-
nes, de acuerdo con declaracio-
nes de la ministra de Defensa.
Diario El Universo. 30/12/2012. Se
crea comando militar y policial
contra delincuencia: Los dos
cuerpos formarán un comando
estratégico y trabajarán en áreas
como el combate a la minería
ilegal, el narcotráfico y el contra-
bando de combustibles, el res-
guardo de la frontera y el control
de armas, explicó el ministro del
Interior, José Serrano. Diario El Uni-
verso. 23/01/2013. Se capacitará
a militares  para tareas anti deli-
cuenciales. Del 11 al 17 de marzo
(2013) se realizará un plan de ca-
pacitación y entrenamiento a
100 efectivos militares por perso-
nal técnico-táctico del Grupo de
Operaciones Especiales (GOE)

en orden y seguridad. Después se
hará la distribución para que 40
vayan a Chimborazo, 20 a Bolívar
y 40 a Tungurahua. La disposición
es que trabajen las 24 horas del
día en base a la georeferencia-
ción del delito. Diario El Universo.
08/03/2013.

Gasto militar pasó a ser un prin-
cipal egreso del Ecuador: El go-
bierno de Rafael Correa, desde
el 2007 al 2012 destinó más de $
6.000 millones para gasto militar,
según datos del Ministerio de De-
fensa, y Ecuador pasó a ser uno
de los países de la región que
mayor porcentaje del Producto
Interno Bruto (PIB) comprometió
para las Fuerzas Armadas. En el
gasto corriente el rubro de remu-
neraciones absorbe más del 80%
del presupuesto porque, según el
Gobierno, dio prioridad al bienes-
tar de los soldados y oficiales me-
jorando sus salarios en más del
55% entre el 2006 y el 2011. Para
el 2012, el presupuesto aprobado
para las FF.AA. fue de $ 1.600 mi-
llones, de ellos más de $ 150 mi-
llones para el pago de
inversiones de arrastre de años
anteriores, especialmente de los
compromisos adquiridos por la
Fuerza Aérea Ecuatoriana (FAE)
para la renovación de su flota de
combate. Diario El Universo.
30/12/2012. El Gobierno invertirá
15 millones de dólares para el
aumento de sueldo de los milita-
res, que implica en porcentajes
del 1 al 30%, según el grado y
para que sean iguales a de los
policías. El presidente (encar-
gado) de Ecuador, Lenín Mo-
reno, dijo que esta homolo-
gación de sueldos no tiene que
ver nada con el ambiente elec-
toral que se desarrolla en el país.
Diario El Universo. 24/01/2013.

Nuevas  designaciones en Alto
Mando militar: Luis Aurelio Jara-
millo es el nuevo jefe de la Ma-
rina ecuatoriana, en reemplazo
del vicealmirante Jorge Gross Al-
bornoz. Jaramillo se desempe-
ñaba como comandante de
Operaciones Navales y de la Pri-
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mera Zona Naval.  También es-
tuvo a cargo de la presidencia
de Petroecuador entre el 22 de
mayo del 2008 hasta el 16 de
marzo del 2010. Diario El Universo.
29/12/2012.General Marco Vera,
Comandante del Ejército, pre-
senta su renuncia: Varios medios
informaron que la renuncia de
Vera se debía a supuestas discre-
pancias por el ascenso de varios
coroneles que, aparentemente,
no reunían las calificaciones ne-
cesarias. Diario La Hora.
21/02/2013. El nuevo Coman-
dante del Ejército, Jorge Peña,
será posesionado el 27 de fe-
brero del 2013 en Parcayacu, tras
la renuncia del general Marco
Vera. Jorge Peña, se desempeñó
como jefe de Estado Mayor del
Comando Conjunto de FF.AA.
también fue subsecretario de De-
fensa Nacional y es licenciado
en ciencias militares. Diario La
Hora. 22/02/2013.  Ministra de De-
fensa justifica ascenso de tres
coroneles a generales: María Fer-

nanda Espinoza, dijo que son in-
formaciones erradas de los me-
dios de comunicación las
discrepancias surgidas al interior
del ejército  por el ascenso de
tres coroneles a pesar de que sus
hojas de vida tenían inconsisten-
cias. “Se ha respetado, el rol que
tiene el Consejo de las Fuerzas
Armadas, y cuando se apela a la
autoridad civil como una instan-
cia dirimente”, insistió Espinosa al
justificar los ascensos de los tres
coroneles. Diario El Universo.
22/02/2013. General Fabián Nar-
váez deja el Ejército: Narváez
ocupaba el cargo de Inspector
General del Ejército y era el ter-
cero en el orden de antigüedad
dentro de esta institución. La de-
signación de tres nuevos genera-
les es uno de los puntos que ha
marcado diferencias en la cú-
pula del Ejército. Diario El Hoy.
28/02/2013. Presidente Correa
plantea reformar  la Ley de Per-
sonal de FF.AA: el 21 de febrero
(2013) envió a la Asamblea un

proyecto de reformas a la Ley de
Personal de las Fuerzas Armadas
(FF.AA.). Este busca establecer
que el grado militar y la clasifica-
ción por su formación sean otor-
gados mediante acuerdo minis-
terial a todos los oficiales. Y por
resolución del respectivo Co-
mandante General de Fuerza o
Comandos de Fuerza, a los aspi-
rantes a oficiales, personal de
tropa y aspirantes de tropa. En la
propuesta se determina que el
“superior por antigüedad” será
aquel que cuente con mayor
tiempo de servicio en el grado.
Además, la propuesta plantea
sustituir el art. 171. Por tanto,
prevé que cuando el militar esté
en comisión o ejerciendo funcio-
nes en el exterior y deba ser co-
locado en disponibilidad o dado
de baja, se ordenará su retorno
al país en el plazo máximo de 30
días. Una vez que arribe se expe-
dirá un acuerdo o resolución.
Diario El Comercio. 02/03/2013.
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